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En ausencia del Sr. Hilale (Marruecos), la Sra. Kupradze 

(Georgia), Vicepresidenta, ocupa la Presidencia. 
 

Se declara abierta la sesión a las 15.05 horas.  
 

 

Tema 72 del programa: Promoción y protección de 

los derechos humanos (continuación) (A/70/40) 
 

 a) Aplicación de los instrumentos de derechos 

humanos (continuación) (A/70/44, A/70/48, 

A/70/55, A/70/223, A/70/273, A/70/297, 

A/70/299, A/70/302, A/70/425, CAT/C/54/2, 

E/2015/22-E/C.12/2014/3, E/C.12/54/3 y 

HRI/MC/2015/6) 
 

 d) Aplicación y seguimiento generales de la 

Declaración y el Programa de Acción de Viena 

(continuación) (A/70/36) 
 

1. El Sr. Salvioli (Presidente del Comité de 

Derechos Humanos) recuerda la persistencia de 

violaciones de los derechos humanos como la tortura, 

la discriminación, la violencia contra las mujeres y las 

restricciones indebidas a los derechos civiles. 

Señalando la difícil situación de los refugiados, dice 

que los Estados tienen por sí solos el poder de 

restablecer la esperanza mediante la aprobación de 

políticas y enfoques basados en los derechos humanos. 

El Comité de Derechos Humanos está dispuesto a 

ayudarles mediante el diálogo interactivo y el 

mecanismo de comunicaciones. Algunos Estados partes 

han pagado compensaciones recientemente a las 

víctimas o se han abstenido de deportar personas a 

terceros países en respuesta al dictamen del Comité 

acerca de las comunicaciones individuales, mientras 

que otros han adoptado medidas satisfactorias para 

aplicar sus observaciones finales en sus respectivos 

informes. El orador insta a todos los Estados a que 

sigan estos ejemplos y a que establezcan mecanismos 

internos efectivos de seguimiento y aplicación de las 

decisiones del Comité. En virtud de la resolución 

68/268 de la Asamblea General, la Oficina del Alto 

Comisionado de las Naciones Unidas para los 

Derechos Humanos (ACNUDH) dispone de un nuevo 

equipo para ayudar a los Estados con los mecanismos 

nacionales de informes y seguimiento, así como con la 

presentación de informes. 

2. El Comité de Derechos Humanos se muestra 

agradecido por las dos semanas y media adicionales de 

tiempo de sesión que se le han concedido en 2015 y, 

con el excelente soporte de la secretaría, ha sido capaz 

de reducir el volumen de trabajo acumulado. Desde 

julio de 2015, el Comité ha estado considerando 

7 informes por período de sesiones en lugar de 6, de 

modo que serán 20 los informes examinados en 2015. 

Asimismo, en su actual período de sesiones, el Comité 

estudiará, a título experimental, dos informes en salas 

paralelas, dejando así más tiempo para examinar 

comunicaciones individuales. En el último año, el 

Comité ha examinado un total de 112 comunicaciones 

de este tipo. Lamentablemente, se vio obligado a 

cancelar las sesiones correspondientes a tres días y 

medio dentro de su período de sesiones de marzo de 

2015, ya que la secretaría, carente de recursos humanos 

suficientes, no había podido preparar la documentación 

preliminar a tiempo. El orador recuerda 

respetuosamente a la Tercera Comisión que la 

promoción y protección de los derechos humanos 

constituye uno de los tres pilares de las Naciones 

Unidas, lo que debería reflejarse adecuadamente en la 

distribución y asignación de recursos. El procedimiento 

simplificado de presentación de informes ha dado 

excelentes resultados y la posibilidad de emplearlo se 

ofrece de manera ilimitada a todos los Estados.  

3. Los presidentes de los órganos creados en virtud 

de tratados de derechos humanos aprobaron las 

Directrices contra la Intimidación o las Represalias 

(Directrices de San José) en su sesión de 2015. El 

Comité de Derechos Humanos está considerando 

actualmente un proyecto de observación general sobre 

el derecho a la vida, y el orador invita a los Estados 

partes y demás actores a contribuir en el proceso tras la 

primera lectura de aquel. 

4. El Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos y el Pacto Internacional de Derechos 

Económicos, Sociales y Culturales son indivisibles e 

interdependientes. Para conmemorar el 50º aniversario 

de ambos Pactos en diciembre de 2015, la Oficina del 

Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 

Derechos Humanos (ACNUDH) está organizando una 

reunión entre el Comité de Derechos Humanos y el 

Comité de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales, así como una campaña conjunta por la 

ratificación de ambos instrumentos. El orador insta a 

los Estados que aún no son partes en el Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos y sus 

protocolos facultativos a considerar la ratificación de 

estos documentos, y confía en que la Asamblea 

General encontrará una forma adecuada de celebrar 

este inminente aniversario. 

http://www.un.org/ga/search/view_doc.asp?symbol=A/70/40&referer=/english/&Lang=S
http://www.un.org/ga/search/view_doc.asp?symbol=A/70/44&referer=/english/&Lang=S
http://www.un.org/ga/search/view_doc.asp?symbol=A/70/48&referer=/english/&Lang=S
http://www.un.org/ga/search/view_doc.asp?symbol=A/70/55&referer=/english/&Lang=S
http://www.un.org/ga/search/view_doc.asp?symbol=A/70/223&referer=/english/&Lang=S
http://www.un.org/ga/search/view_doc.asp?symbol=A/70/273&referer=/english/&Lang=S
http://www.un.org/ga/search/view_doc.asp?symbol=A/70/297&referer=/english/&Lang=S
http://www.un.org/ga/search/view_doc.asp?symbol=A/70/299&referer=/english/&Lang=S
http://www.un.org/ga/search/view_doc.asp?symbol=A/70/302&referer=/english/&Lang=S
http://www.un.org/ga/search/view_doc.asp?symbol=A/70/425&referer=/english/&Lang=S
http://www.un.org/ga/search/view_doc.asp?symbol=CAT/C/54/2&referer=/english/&Lang=S
http://www.un.org/ga/search/view_doc.asp?symbol=E/2015/22&referer=/english/&Lang=S
http://www.un.org/ga/search/view_doc.asp?symbol=E/C.12/54/3&referer=/english/&Lang=S
http://www.un.org/ga/search/view_doc.asp?symbol=HRI/MC/2015/6&referer=/english/&Lang=S
http://www.un.org/ga/search/view_doc.asp?symbol=A/70/36&referer=/english/&Lang=S
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5. La Sra. Perceval (Argentina) dice que su país 

tiene debidamente en cuenta las recomendaciones de 

todos los órganos creados en virtud de tratados, 

incluidas las del Comité de Derechos Humanos. La 

Argentina comparte la preocupación de que el 

incumplimiento de las obligaciones de presentación de 

informes obstaculice la capacidad del Comité para 

supervisar la aplicación del Pacto. La oradora 

felicita al Estado de Palestina por su ratificación del 

Pacto y da la bienvenida a El Salvador, el Gabón y 

Polonia como nuevos Estados partes en el Segundo 

Protocolo Facultativo. Con respecto a la cuestión  

de las represalias, la Argentina ha eliminado los 

delitos de calumnias e injurias a fin de proteger la 

libertad de prensa. 

6. La delegación argentina desea saber cómo se ve 

afectada exactamente la labor del Comité por la 

insuficiencia de recursos, así como qué está haciendo 

el Comité para proteger y promover los derechos de 

los migrantes. 

7. La Sra. Tschampa (Observadora de la Unión 

Europea) dice que la Unión Europea sigue apoyando 

incondicionalmente el proceso de fortalecimiento de 

los órganos creados en virtud de tratados y comparte 

las preocupaciones del Comité de Derechos Humanos 

respecto al número de informes atrasados. Durante su 

103
er

 período de sesiones, el Comité modificó su 

reglamento para que se le permitiera examinar en 

sesión pública las medidas adoptadas por los Estados 

partes que no presentaban informes y dar a conocer las 

observaciones finales resultantes en forma de 

documentos públicos. La delegación de la Unión 

Europea desea saber si esos cambios han afectado al 

proceso de presentación de informes y si han mejorado 

la eficacia del Comité. 

8. La Sra. Probst-Lopez (Suiza) dice que su 

delegación acoge con beneplácito la decisión del 

Comité de Derechos Humanos de redactar un proyecto 

de nueva observación general sobre el derecho a la 

vida. La cuestión de la pena de muerte debería tratarse 

en conexión con la tortura y otros tratos crueles, 

inhumanos o degradantes. La oradora desea conocer las 

reacciones que recibió el Comité a su proyecto de 

observación general y su percepción de la relación 

entre la pena de muerte y las violaciones de los 

derechos humanos mencionadas anteriormente. Con 

respecto a la decisión del Comité de abrir el 

procedimiento simplificado de presentación de 

informes a todos los Estados partes, agradecerá oír 

algunos ejemplos prácticos de las ventajas que entraña 

ese procedimiento. 

9. La Sra. Belskaya (Belarús) dice que se ha de 

seguir reformando de manera más activa la labor de los 

órganos creados en virtud de tratados. Belarús se ha 

comprometido a cumplir sus obligaciones de 

presentación de informes dentro de los plazos 

establecidos por el Comité de Derechos Humanos. Sin 

embargo, a dicho país le preocupan en cierta medida los 

métodos de trabajo del Comité. Si bien en el Primer 

Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de 

Derechos Civiles y Políticos se establece que el Comité 

no podrá examinar asuntos que hayan sido sometidos ya 

a otro procedimiento o presentados por personas que no 

hayan agotado todos los recursos de la jurisdicción 

interna, a menudo, dicho órgano ha procedido de este 

modo en el caso de Belarús. El Comité debería cooperar 

de forma constructiva con los Estados partes a fin de 

aclarar todas las circunstancias de una comunicación 

individual. Además, los documentos y las decisiones 

del Comité no podrán reemplazar ni el Pacto ni sus 

protocolos facultativos, como tampoco dar lugar a 

nuevas normas u obligaciones internacionales. Por 

último, si bien Belarús acoge con satisfacción la 

inclusión de organizaciones no gubernamentales en los 

diálogos entre los Estados y los órganos creados en 

virtud de tratados, el Comité debería abstenerse de 

manipular condescendientemente información no 

verificada proporcionada por terceros y los expertos no 

deberían asumir funciones judiciales que no se 

correspondieran con su mandato. 

10. Con respecto a la independencia de los órganos 

creados en virtud de tratados, Belarús conviene en que 

los expertos de tales órganos no deberían participar en 

el examen de la situación de sus propios países. Sin 

embargo, es importante también garantizar un equilibrio 

geográfico, de modo que las cuestiones no se juzguen 

exclusivamente a partir de las normas contempladas por 

determinados ordenamientos jurídicos y sociopolíticos. 

Con arreglo a lo dispuesto en el párrafo 7 de la 

resolución 68/268 de la Asamblea General relativa al 

fortalecimiento de los órganos creados en virtud de 

tratados, las reuniones de los Estados partes podrán 

emplearse adecuadamente para debatir sobre la 

representación geográfica. A ese respecto, la oradora 

desearía conocer las perspectivas de interacción entre el 

Comité y los Estados partes durante las reuniones de 

estos últimos, inclusive con respecto a asuntos 

relacionados con la labor del Comité.  
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11. El Sr. Storrar (Reino Unido de Gran Bretaña e 

Irlanda del Norte) dice que su país figura entre los 

Estados examinados por el Comité en 2015. 

Observando con especial preocupación el número de 

informes iniciales atrasados, el orador insta a los 

Estados partes a presentar sus informes con antelación 

suficiente. El Reino Unido apoya plenamente la 

resolución 68/268 de la Asamblea General sobre el 

fortalecimiento de los órganos creados en virtud de 

tratados, y el orador desearía conocer los 

dictámenes del Comité sobre los próximos pasos para 

su aplicación. 

12. En relación con las represalias, su delegación 

acogió con beneplácito la aprobación de las Directrices 

de San José por parte de los presidentes de los órganos 

creados en virtud de tratados. Reiterando el apoyo de 

larga data que el Reino Unido presta a la part icipación 

de la sociedad civil en el proceso de supervisión, el 

orador pregunta qué medidas se podrían tomar para 

reducir el temor a las represalias.  

13. El Sr. Amorós Núñez (Cuba), refiriéndose al 

mecanismo simplificado de presentación de informes, 

pregunta qué medidas ha adoptado el Comité para 

garantizar que las deliberaciones no se desvíen hacia 

ámbitos que son de interés para determinados 

miembros del Comité pero no están directamente 

relacionados con la lista de cuestiones o las 

obligaciones contraídas por el Estado parte en virtud 

del Pacto. 

14. El Sr. Fawundu (Sierra Leona), en nombre del 

Grupo Africano, reitera el compromiso del Grupo con la 

promoción y la protección de todos los derechos 

humanos y todas las libertades fundamentales. El Grupo 

desea hacer constar que la Asamblea General, en el 

párrafo 8 de su resolución 68/268, deja claro que los 

Estados son los principales responsables de impedir 

los actos de intimidación y las represalias contra las 

personas y los grupos que contribuyen a la labor de los 

órganos creados en virtud de tratados de derechos 

humanos. En el párrafo 9, se establece que los órganos 

creados en virtud de tratados de derechos humanos no 

deberían crear nuevas obligaciones para los Estados 

partes y, en el párrafo 39, se alienta a los presidentes 

de los órganos creados en virtud de tratados a 

facilitar un diálogo interactivo abierto con los 

Estados partes durante sus reuniones anuales. La 

aprobación de las Directrices de San José constituye un 

claro incumplimiento de la resolución 68/268  

de la Asamblea General, puesto que genera nuevas 

obligaciones para los Estados partes. Los presidentes 

de los órganos creados en virtud de tratados se 

excedieron de sus mandatos al solicitar otras medidas 

preventivas, y no deberían tratar de codificar nuevas 

normas al margen del proceso intergubernamental.  

15. El Sr. Thórsson (Islandia) pregunta si la 

aplicación experimental del procedimiento de salas 

paralelas ha tenido resultados satisfactorios y si el 

Comité mantendrá dicha práctica en futuros períodos 

de sesiones. 

16. El Sr. Sarki (Nigeria) dice que el Gobierno de su 

país considera que los actos de intimidación y las 

represalias contra las personas y los grupos son 

incompatibles con las obligaciones contraídas por los 

Estados Miembros. En su opinión, sin embargo, las 

Directrices propuestas no contienen ninguna 

disposición especialmente constructiva y usurpan las 

prerrogativas del Consejo de Derechos Humanos. 

Asimismo, confieren a los órganos creados en virtud de 

tratados una autoridad que excede de sus mandatos y 

de los límites establecidos mediante el proceso 

intergubernamental. Los órganos creados en virtud de 

tratados podrán recomendar medidas a los Estados 

partes, pero no podrán imponer obligaciones. Además, 

determinar qué constituye una intimidación o 

represalia es una cuestión inherentemente subjetiva. 

Por último, las Directrices propuestas podrían 

utilizarse en perjuicio de los Estados para llevar 

adelante programas incoherentes con el derecho 

internacional, como el programa en materia de 

derechos sexuales y reproductivos. 

17. Durante los diálogos interactivos, deberían 

concederse más de apenas 2 o 3 minutos a las 

delegaciones para formular una declaración, ya que 

tienen cuestiones serias que plantear sobre los informes 

y no existe ningún otro foro dentro de la Asamblea 

General en que los representantes puedan dejar 

constancia de sus reservas. 

18. El Sr. Salvioli (Presidente del Comité de 

Derechos Humanos), en respuesta a las preguntas, dice 

que la falta de recursos de traducción e interpretación 

tiene una importante repercusión en la labor del 

Comité de Derechos Humanos. Además de sus 

reuniones periódicas programadas, los miembros del 

Comité se ven obligados a celebrar reuniones en un 

único idioma de trabajo para poder finalizar las tareas. 

Sin embargo, para poder entablar un diálogo serio y 

respetuoso, los expertos tienen que ser capaces de 
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comunicarse de manera clara con los Estados. Los 

servicios de traducción e interpretación resultan 

esenciales, y el orador insta a los Estados Miembros a 

examinar más detenidamente este asunto.  

19. Con respecto a los derechos de los inmigrantes, el 

enfoque utilizado por el Comité viene determinado por 

el ámbito de aplicación del Pacto, al que dicho órgano 

se adhiere estrictamente. Durante su 114º período de 

sesiones, el Comité formuló observaciones finales 

sobre la migración y su repercusión en el disfrute de 

los derechos civiles y políticos.  

20. Permitir al Comité examinar la situación en los 

Estados partes que no presentaban informes alentó a 

dichos Estados a presentarlos. A tal efecto, se concedió 

a tales Estados una prórroga de plazos y se les 

facilitó asistencia. 

21. La observación general núm. 6 sobre el derecho a 

la vida recibió más de 100 aportaciones de 

representantes de la sociedad civil y entidades 

académicas. Es hora de actualizar esta observación 

para reflejar la jurisprudencia más reciente del Comité, 

sobre todo con respecto a la pena de muerte.  

22. El Comité conoce la opinión de Belarús acerca de 

la admisibilidad de las comunicaciones. Sin embargo, 

todos los órganos internacionales de derechos humanos 

comparten la interpretación del Comité con respecto al 

Primer Protocolo Facultativo, que no ha sido 

cuestionada por ningún otro Estado parte. El orador 

acoge con satisfacción la disposición de Belarús a 

cumplir con sus obligaciones y participar en el diálogo 

interactivo. El Comité se toma muy en serio su deber 

de garantizar que ninguna información recibida sea 

manipulada por terceros y, en el diálogo interactivo, 

escucha con atención el punto de vista del Estado 

parte. Sus miembros, por supuesto, pueden cometer 

errores, pero, durante los siete años que ha 

permanecido al servicio del Comité, el orador no ha 

tenido motivo alguno para dudar del compromiso ni de 

la profesionalidad de ninguno de tales miembros. 

23. Las Directrices de San José fueron aprobadas por 

los presidentes de todos los órganos creados en virtud 

de tratados y serán examinadas por los 

distintos comités. El Comité de Derechos Humanos no 

tiene intención alguna de crear nuevas obligaciones; 

simplemente se limita a dar respuesta a las 

preocupaciones de los Estados. Su único afán  

es que los Estados partes cumplan con sus 

obligaciones existentes. 

24. El orador acoge con beneplácito el gran interés 

demostrado por numerosos Estados, especialmente por 

Cuba, país que por el momento solo es signatario del 

Pacto. Con respecto a la preocupación por el 

procedimiento simplificado de presentación de 

informes, cabe señalar que solamente se ha suprimido 

el informe general. El diálogo interactivo se sigue 

basando en las respuestas del Estado a la lista de 

cuestiones, y el Estado decide en cuáles de ellas desea 

hacer hincapié. 

25. Dado que la primera aplicación experimental del 

procedimiento de salas paralelas está teniendo lugar en 

Ginebra durante el actual período de sesiones, aún es 

demasiado pronto para extraer conclusiones al 

respecto. El orador transmitirá las observaciones y 

preocupaciones de los Estados a los demás miembros 

del Comité. 

26. El Sr. Mousa (Egipto) agradece al Presidente que 

haya aclarado que las Directrices de San José no 

entrañan ninguna obligación adicional. Sin embargo, los 

Estados Miembros son los principales responsables de 

aplicar lo dispuesto en el párrafo 8 de la resolución 

68/268 de la Asamblea General. Los órganos de las 

Naciones Unidas deberían abstenerse de eludir 

sus mandatos, y las nuevas normas deberían 

formularse únicamente en el contexto de consultas 

intergubernamentales transparentes. Egipto rechaza 

cualquier intento de codificar nuevas normas al margen 

de ese proceso, como ha ocurrido, por ejemplo, en el 

caso de las Directrices de San José.  

27. El Sr. Mancisidor de la Fuente (Vicepresidente 

del Comité de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales) dice que, durante sus diálogos con los 

Estados partes, el Comité de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales ha constatado en repetidas 

ocasiones la repercusión de la crisis económica y 

financiera, lo que plantea cuestiones sobre la 

importancia de los titulares de derechos y la 

interpretación del Pacto. En un primer intento de 

abordar esas cuestiones, el Comité envió una carta 

abierta a los Estados partes en 2012. Sin embargo, 

dicho órgano necesita proporcionar mayor orientación 

sobre la conciliación de los recortes presupuestarios 

estatales con la obligación de utilizar el máximo de 

recursos disponibles para materializar los derechos 

económicos, sociales y culturales y aplicar el principio 

de no retroceso. Habida cuenta de los conflictos y las 

corrientes migratorias en masa existentes en la 

actualidad, el Comité también ha de proporcionar 
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urgentemente un análisis exhaustivo del valor 

preventivo y correctivo que entraña la protección de los 

derechos económicos, sociales y culturales, entre ellos, 

los derechos al agua, la alimentación, la asistencia 

sanitaria y el patrimonio cultural, además de facilitar 

orientación para garantizar tal protección. Con respecto 

a la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible, el 

Comité espera que los derechos económicos, sociales y 

culturales guíen su aplicación y la elección de los 

criterios de evaluación y rendición de cuentas. 

28. El Comité de Derechos Humanos lleva 

esforzándose por mejorar sus métodos de trabajo desde 

antes incluso de que se aprobara la resolución 68/268 

de la Asamblea General y ya ha informado a esta de 

sus medidas al respecto. Gracias en parte a la norma de 

dedicar 2 sesiones a los informes periódicos y 3 a los 

informes iniciales, así como al aumento del tiempo 

otorgado a las medidas de seguimiento, ha sido posible 

reducir considerablemente su volumen de trabajo 

acumulado. Lamentablemente, parte de los progresos 

realizados se deben en cierta medida a una disminución 

del ritmo de presentación de informes y a la 

persistencia de un número elevado de informes 

atrasados. De hecho, hay cerca de 30 Estados partes 

que no han comparecido jamás ante el Comité. 

Expresando la esperanza de que las medidas de 

creación de capacidad dispuestas en la resolución 

mencionada anteriormente permitan un aumento del 

número de Estados que cumplen con sus obligaciones 

de presentación de informes, el orador invita a la 

Asamblea General a adoptar nuevas medidas para 

promover dicho cumplimiento. 

29. Francia, Italia, Luxemburgo y San Marino se han 

adherido al Protocolo Facultativo en el último año, con 

lo que el número de Estados partes asciende a 21. El 

orador, con el apoyo del Grupo de Amigos del 

Protocolo Facultativo del Pacto Internacional de 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales, así como 

de las organizaciones no gubernamentales y la 

sociedad civil, espera conseguir su pronta ratificación 

por parte de todos los Estados. Desde su entrada en 

vigor, el Comité ha recibido 8 comunicaciones y ha 

emitido decisiones en relación con 3 de ellas. En su 

54º período de sesiones, decidió ampliar a seis el 

número de miembros integrantes del grupo de trabajo 

sobre las comunicaciones, a fin de hacer frente a la 

carga de trabajo adicional impuesta por la entrada en 

vigor del Protocolo Facultativo. En 2015, el grupo de 

trabajo se reunió en ocho ocasiones para debatir 

cuestiones relacionadas con las comunicaciones 

recibidas y los métodos de trabajo del Comité. El 

orador insta a la Asamblea General a destinar recursos 

adecuados y suficientes a su secretaría para realizar la 

labor que le corresponde con arreglo a lo dispuesto en 

el Protocolo Facultativo. Para poder ejecutar su 

mandato eficazmente, el Comité cuenta con la 

asistencia de los Estados partes, el Consejo Económico 

y Social, la Asamblea General, otros órganos creados 

en virtud de tratados, la sociedad civil y, por supuesto, 

la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones 

Unidas para los Refugiados (ACNUR). El 

50º aniversario de la aprobación de los dos Pactos 

Internacionales de Derechos Humanos debería ofrecer 

amplias oportunidades de promover los derechos 

humanos en general y contemplar medidas y 

programas específicos. 

30. La Sra. Pucarinho (Portugal), hablando en 

nombre del Grupo de Amigos del Protocolo Facultativo 

del Pacto Internacional de Derechos Económicos, 

Sociales y Culturales, da la bienvenida a los nuevos 

Estados partes en el Protocolo Facultativo e insta a 

todos los Estados que no lo hayan hecho aún a ratificar 

ese instrumento. El Protocolo Facultativo ha corregido 

un desequilibrio de larga data con respecto a la 

justiciabilidad y la garantía del ejercicio de los 

derechos económicos, sociales y culturales, que, de 

conformidad con lo dispuesto en la Declaración de 

Viena, deberían tratarse en pie de igualdad y 

otorgándoles el mismo peso que a los demás 

derechos humanos. 

31. Con respecto al procedimiento de 

comunicaciones individuales establecido en virtud del 

Protocolo Facultativo, la oradora desea saber cómo se 

podrá promover la litigación estratégica a nivel 

nacional. Además, tiene interés en conocer la opinión 

de la Presidencia sobre la forma en que el Comité 

podrá colaborar con los Estados y la sociedad civil 

para promover la aprobación de políticas que protejan 

a las personas más vulnerables y marginadas en el 

contexto de la crisis económica, así como ejemplos 

concretos del modo en que los niveles mínimos de 

protección social que dicho órgano defiende en su 

reciente declaración (E/C.12/54/3) podrán mejorar el 

acceso de los grupos marginados al ejercicio de los 

derechos económicos, sociales y culturales.  

32. El Sr. Dempsey, Vicepresidente, ocupa la 

Presidencia. 

http://www.un.org/ga/search/view_doc.asp?symbol=E/C.12/54/3&referer=/english/&Lang=S
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33. La Sra. Duda-Plonka (Polonia) hace un 

llamamiento a seguir fortaleciendo los órganos creados 

en virtud de tratados. Polonia valora el papel que 

desempeña el Comité en materia de prestación de 

asistencia y supervisión del cumplimiento del Pacto. 

De conformidad con el Marco Estratégico de la Unión 

Europea sobre Derechos Humanos y Democracia, 

Polonia intensificará sus esfuerzos por garantizar un 

acceso universal y no discriminatorio a los servicios 

básicos. El país considera que la plena aplicación de 

los convenios de la Organización Internacional del 

Trabajo (OIT) constituye una prioridad y espera con 

interés el proyecto de observación general del Comité 

sobre el derecho a condiciones equitativas y 

satisfactorias de trabajo. 

34. La oradora agradecería conocer la opinión de la 

Presidencia sobre la eficacia del examen que el Comité 

realiza respecto de los Estados partes y el modo en que 

se podría mejorar este, así como sobre la manera en 

que el Comité podría ayudar a los Estados interesados 

a salvaguardar los derechos económicos, sociales y 

culturales. También desearía saber cuáles son los 

planes del Comité en relación con las futuras 

observaciones generales. 

35. La Sra. Tschampa (Observadora de la Unión 

Europea) dice que la Unión Europea acoge con 

beneplácito la declaración del Comité sobre los niveles 

mínimos de protección social y aprecia su contribución 

a la consecución de la meta 3 del Objetivo 1 de 

Desarrollo Sostenible, relativa a la implantación a 

nivel nacional de sistemas y medidas apropiados de 

protección social para todos. La oradora desea saber 

cuáles son los mejores instrumentos para mitigar los 

efectos de los recortes presupuestarios sobre los grupos 

desfavorecidos y marginados, qué retos tuvo que 

afrontar el Comité al abordar las comunicaciones 

individuales, qué función podrá desempeñar este en 

cuanto a la promoción de la ratificación del Protocolo 

Facultativo, y cuáles son los principales obstáculos a 

los que se enfrentan los Estados partes al aplicar las 

recomendaciones de dicho órgano. Por último, 

agradecería que se le informase sobre el estado de la 

aplicación del procedimiento simplificado de 

presentación de informes. 

36. La Sra. Ortega Gutiérrez (España) pregunta qué 

función podría desempeñar el Comité en la promoción 

de la ratificación del Protocolo Facultativo. España 

apoya la decisión del Comité de redactar un proyecto 

de observación general sobre los derechos sexuales y 

reproductivos, pero insta a agilizar el proceso, dado el 

número de años transcurridos. La delegación española 

apreciará conocer los detalles de esa labor, así como 

cualquier otra observación general prevista.  

37. El Sr. Sarki (Nigeria) dice que la labor del 

Comité de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 

es, con diferencia, más importante para los nigerianos 

que la de ningún otro órgano o mecanismo de las 

Naciones Unidas. Es hora de situar los derechos 

económicos, sociales y culturales en el lugar que les 

corresponde junto a los derechos culturales y políticos, 

a los cuales se ha dado prioridad hasta la fecha. 

Además, el reconocimiento oficial del derecho al 

desarrollo impulsará la consecución de los Objetivos 

de Desarrollo del Milenio y los Objetivos de 

Desarrollo Sostenible. 

38. La Sra. Naidoo (Sudáfrica) dice que su país 

acoge con satisfacción los esfuerzos realizados por los 

órganos creados en virtud de tratados a fin de 

normalizar los métodos y garantizar la coherencia en 

todas sus observaciones generales. Si bien las 

disposiciones del Pacto ya están ampliamente 

consagradas en la Constitución de Sudáfrica, tras su 

ratificación del Pacto en 2015, el país armonizará sus 

leyes, políticas y programas con sus nuevas 

obligaciones. Sudáfrica sigue convencida de la 

necesidad de aplicar la resolución 4/7 del Consejo de 

Derechos Humanos. El Comité debería situarse en la 

misma posición que los demás órganos creados en 

virtud de tratados dentro de la jerarquía normativa, 

mediante la aprobación de un protocolo adicional que 

transfiera la autoridad de supervisión del cumplimiento 

del Pacto del Consejo Económico y Social al Comité. 

El protocolo reemplazaría las disposiciones de la parte 

IV del Pacto, que se han quedado obsoletas desde la 

creación del Consejo de Derechos Humanos en 2006.  

39. El Sr. Mancisidor de la Fuente (Vicepresidente 

del Comité de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales) dice que el Protocolo Facultativo ayuda a 

situar al Comité en pie de igualdad con respecto a los 

demás órganos creados en virtud de tratados al 

permitirle examinar comunicaciones individuales. El 

Comité se esforzará por aprovechar las enormes 

posibilidades que brinda la litigación estratégica 

mediante el establecimiento de un cuidadoso equilibrio 

entre el propósito y el cumplimiento estricto del Pacto 

y su mandato en sus respuestas a esas comunicaciones, 

pero corresponde a la sociedad civil, a los juristas y a 

las instituciones jurídicas el remitir los casos que 
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planteen dificultades oportunas y sustanciales. La 

mejor contribución que el Comité podría hacer con 

miras a alentar la ratificación del Protocolo Facultativo 

sería lograr el equilibrio mencionado anteriormente. 

Sin embargo, podría colaborar también ayudando a los 

Estados partes a determinar las repercusiones 

nacionales de la ratificación. Como partes en el Pacto, 

los Estados no deberían tener dificultades para aplicar 

las recomendaciones del Comité en respuesta a las 

comunicaciones individuales. En caso de tenerlas, 

deberían informar al Comité para que este pudiera 

mejorar sus recomendaciones futuras. Los diálogos 

entre los Estados partes se están volviendo, poco a 

poco, más constructivos. 

40. Con respecto a las medidas de austeridad, la carta 

de la Presidencia de 2012 mantiene íntegramente su 

pertinencia. En sus exámenes de los Estados partes, el 

Comité ha constatado la existencia de algunas medidas 

de austeridad que cumplen el requisito de tener un 

carácter temporal, necesario y no discriminatorio y de 

otras que incumplen tal requisito. Durante el diálogo 

entablado con Grecia, el Comité hizo hincapié en que 

cualquier medida de austeridad aceptada en virtud de 

un rescate financiero negociado con la Unión Europea 

debería tener en cuenta sus repercusiones sobre los 

derechos económicos, sociales y culturales.  

41. En relación con el proyecto de observaciones 

generales, el Comité está trabajando activamente en un 

proyecto de observación general sobre el derecho a la 

salud sexual y reproductiva y en otro sobre el derecho 

a condiciones equitativas y satisfactorias de trabajo. 

Dado que se trata de un tema delicado, la labor avanza 

despacio, pero los miembros del Comité albergan la 

esperanza de poder aprobar el proyecto durante su 

próximo período de sesiones. Tales miembros están 

esforzándose por incorporar las normas de la OIT en el 

proyecto de observación general sobre las condiciones 

de trabajo. Una vez aprobadas esas observaciones, el 

Comité podrá empezar a trabajar en las observaciones 

generales relativas a las obligaciones del Estado con 

respecto a las actividades empresariales, al derecho a 

gozar de los beneficios del progreso científico y sus 

aplicaciones y a la importancia de los derechos 

contemplados en la Convención Marco de las Naciones 

Unidas sobre el Cambio Climático. El orador invita a 

los Estados a participar en la redacción de las 

observaciones generales propuestas, incluida la relativa 

al derecho al desarrollo, que será de especial interés 

para Nigeria. Para concluir, alienta asimismo a todos 

los Estados partes a considerar detenidamente la 

ratificación del Protocolo Facultativo.  

42. El Sr. Sarki (Nigeria) desea saber cómo podría 

hacer frente el Comité a la corrupción, que menoscaba 

gravemente el cumplimiento de la obligación contraída 

por los Estados partes de utilizar el máximo de 

recursos disponibles. 

43. El Sr. Mancisidor de la Fuente (Vicepresidente 

del Comité de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales) dice que el Comité podría abordar la 

cuestión de la corrupción, que reviste una gran 

importancia, durante sus diálogos con los 

Estados partes. 

44. La Sra. Matar (Bahrein), en respuesta a una 

pregunta planteada por el representante de la República 

Checa durante la sesión anterior dedicada a la visita 

pendiente del Relator Especial sobre la tortura y otros 

tratos o penas crueles, inhumanos o degradantes a 

Bahrein, dice que, en una reunión bilateral celebrada 

con el Relator Especial en marzo de 2014, el Ministro 

de Relaciones Exteriores de su país señaló que le 

preocupaba que la visita del Relator Especial socavara 

los esfuerzos por aplicar las recomendaciones de la 

Comisión Independiente de Investigación de Bahrein al 

polarizar aún más a la sociedad en un momento 

decisivo, y dejó claro que los prejuicios y las 

observaciones basadas en información falsa sobre la 

situación de Bahrein solo empeorarían la situación. El 

Gobierno de su país está dispuesto a cooperar con las 

Naciones Unidas, pero tiene derecho a decidir cuándo 

brindar invitaciones a los procedimientos especiales de 

las Naciones Unidas y alienta al Relator Especial a 

que, en caso necesario, concierte con él consultas 

bilaterales al respecto. 

45. El Sr. van Bohemen (Nueva Zelandia), hablando 

también en nombre de Australia, Islandia, 

Liechtenstein, Noruega y Suiza, encomia a los Estados 

Miembros, los órganos creados en virtud de tratados y 

los demás agentes pertinentes por su labor de 

aplicación de la resolución 68/268 sobre el 

fortalecimiento de los órganos creados en virtud de 

tratados, que conllevó la reducción de las numerosas 

tareas acumuladas. La experiencia positiva de la 

aplicación del procedimiento de salas paralelas por 

parte del Comité de los Derechos del Niño animó 

particularmente a esas delegaciones, que alientan a 

otros órganos creados en virtud de tratados a estudiar 

la posibilidad de reunirse en dos salas.  
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46. En 2016 se conmemorará el décimo aniversario 

de la Convención sobre los Derechos de las Personas 

con Discapacidad. El respaldo a sus principios no se 

limita a los 159 Estados partes, y con el paso de los 

años ha ido aumentando considerablemente tanto 

dentro del sistema de las Naciones Unidas como entre 

numerosos Estados Miembros. El orador, encomiando 

la labor de la Presidenta del Comité sobre los Derechos 

de las Personas con Discapacidad, del propio Comité y 

del Enviado Especial del Secretario General para 

cuestiones de discapacidad y accesibilidad, hace 

extensivo dicho reconocimiento en particular a la 

primera Relatora Especial sobre los derechos de las 

personas con discapacidad, la Sra. Catalina Devandas-

Aguilar. Las delegaciones acogen con beneplácito su 

primer informe a la Asamblea General sobre los 

derechos de las personas con discapacidad a la 

protección social (A/70/297) y convienen en que los 

Estados deben avanzar hacia enfoques basados en los 

derechos. Si bien los Estados siguen examinando el 

informe de la Relatora Especial, en principio apoyan 

sus recomendaciones dirigidas a ellos relativas a 

diseñar las prestaciones de discapacidad de manera que 

fomenten la independencia y la inclusión social, 

elaborar indicadores relacionados con la discapacidad 

desglosados a fin de evaluar las repercusiones que 

tienen los programas de protección social, y velar por 

que los requisitos y los mecanismos de focalización no 

discriminen a las personas con discapacidad. Es 

importante esforzarse por asegurar la inclusión de 

todas las personas con discapacidad.  

47. El carácter universal e inclusivo de los Objetivos 

de Desarrollo Sostenible ayudará a garantizar que las 

personas con discapacidad no se queden rezagadas. A 

fin de fomentar la inclusividad de las personas con 

discapacidad en su labor de desarrollo, los Estados 

Miembros deberían desglosar los datos por tipo de 

discapacidad, utilizar indicadores específicos para cada 

tipo y adoptar un enfoque de la discapacidad basado en 

los derechos. Resulta alentador ver que la participación 

de las personas con discapacidad es cada vez más 

activa en foros internacionales como la Tercera 

Conferencia Mundial sobre la Reducción del Riesgo de 

Desastres, la Consulta Regional del Pacífico sobre la 

Cumbre Humanitaria Mundial y la Conferencia 

Mundial sobre los Pueblos Indígenas.  

48. El orador, en calidad de representante nacional, 

pone de relieve la candidatura del Sr. Robert Martin de 

Nueva Zelandia a la elección de miembros del Comité 

sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad. 

De resultar elegido, será la primera persona con 

discapacidad de aprendizaje en prestar servicios al 

Comité. El Sr. Martin ha participado en las 

negociaciones relativas a la Convención y ha estado 

siguiendo la labor del Comité desde su constitución. 

 

Tema 69 del programa: Derechos de los pueblos 

indígenas (continuación) 
 

 a) Derechos de los pueblos indígenas 

(continuación) (A/70/301; A/HRC/30/41) 
 

 b) Seguimiento del documento final de la reunión 

plenaria de alto nivel de la Asamblea General 

conocida como Conferencia Mundial sobre 

los Pueblos Indígenas (continuación)  

(A/70/84-E/2015/76) 
 

49. La Sra. Tauli-Corpuz (Relatora Especial sobre 

los derechos de los pueblos indígenas), presentando su 

informe (A/70/301), dice que la sección temática 

analiza el modo en que los acuerdos internacionales de 

inversión y de libre comercio afectan negativamente a 

los derechos de los pueblos indígenas a la libre 

determinación, a sus tierras, territorios y recursos, a la 

participación y al consentimiento libre, previo e 

informado. En él se examinan los aspectos injustos de 

tales acuerdos y la limitación de la capacidad 

de protección de los Estados que imponen, además de 

analizarse el modo en que la preferencia sistémica por 

garantizar los derechos de los inversores y las empresas 

en detrimento de los derechos humanos afecta de 

manera desproporcionada a los pueblos indígenas. 

Según el informe, es preciso realizar un examen más 

exhaustivo de las repercusiones de los acuerdos 

internacionales de inversión y de libre comercio y 

abogar por la introducción de reformas sistémicas que 

protejan los derechos de los pueblos indígenas.  

50. Sus futuros informes se centrarán en estudiar 

cómo podrían los acuerdos de inversión beneficiar por 

igual a los inversores y a los pueblos indígenas. Una 

nueva práctica en la que profundizará la Relatora 

Especial es la inclusión de cláusulas de excepción para 

proteger los derechos de los pueblos indígenas y 

promover el desarrollo sostenible.  

51. Además de otras actividades mencionadas en el 

informe, la Relatora Especial ha participado en 

reuniones de seguimiento de la aplicación del 

documento final de la Conferencia Mundial sobre los 

Pueblos Indígenas, que se centraron en el 

http://www.un.org/ga/search/view_doc.asp?symbol=A/70/297&referer=/english/&Lang=S
http://www.un.org/ga/search/view_doc.asp?symbol=A/70/301&referer=/english/&Lang=S
http://www.un.org/ga/search/view_doc.asp?symbol=A/HRC/30/41&referer=/english/&Lang=S
http://www.un.org/ga/search/view_doc.asp?symbol=A/70/84&referer=/english/&Lang=S
http://www.un.org/ga/search/view_doc.asp?symbol=A/70/301&referer=/english/&Lang=S
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establecimiento de medidas para reforzar el mandato 

del Mecanismo de Expertos sobre los Derechos de los 

Pueblos Indígenas. A fin de aumentar la eficacia de su 

labor, la Relatora Especial tiene previsto elaborar un 

mayor número de mejores prácticas y estrechar aún 

más la colaboración con los Estados Miembros.  

52. La Sra. Kuczer (Australia) dice que Australia 

sigue esforzándose por aplicar de manera efectiva el 

documento final de la Conferencia Mundial sobre los 

Pueblos Indígenas. La oradora apoya también el 

examen del Mecanismo de Expertos sobre los 

Derechos de los Pueblos Indígenas, que debería 

complementar la labor de otros mecanismos de las 

Naciones Unidas en lugar de duplicarla. Asimismo, 

agradecería conocer la opinión de la Relatora Especial 

sobre su papel en la labor desempeñada conjuntamente 

con las partes interesadas pertinentes dentro del 

proceso de examen. 

53. La Sra. Tschampa (Observadora de la Unión 

Europea) dice que, con el Plan de Acción de la Unión 

Europea para los Derechos Humanos y la Democracia, 

la Unión Europea contrae el compromiso de elaborar 

una política sobre cuestiones indígenas en consonancia 

con lo dispuesto en la Declaración de las Naciones 

Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas y 

el documento final de la Conferencia Mundial sobre 

los Pueblos Indígenas de 2014. Al analizar las 

repercusiones de los tratados de inversión, resulta 

importante tener en cuenta todos los puntos de vista y 

realizar consultas a los expertos en desarrollo. Los 

tratados de inversión tienen la capacidad tanto de 

ayudar a los pueblos indígenas como de imponerles 

obstáculos, y algunos de ellos tienen un efecto positivo 

sobre el desarrollo que repercute asimismo en las 

poblaciones indígenas. 

54. La Conferencia de las Naciones Unidas sobre 

Comercio y Desarrollo (UNCTAD) está redactando una 

serie de cláusulas orientadas al desarrollo sostenible 

para los acuerdos de inversión internacionales, y la 

oradora se pregunta si la Relatora Especial está 

colaborando o tiene previsto colaborar en dicha 

actividad. Asimismo, desearía conocer la opinión de la 

Relatora Especial sobre las mejores prácticas para 

evaluar los marcos de acuerdos de inversión desde la 

perspectiva de los derechos humanos, así como sobre 

la posibilidad de que aquella colabore más 

estrechamente en materia de dicho tipo de acuerdos 

con el Grupo de Trabajo sobre la cuestión de los 

derechos humanos y las empresas. Por último, la 

oradora estaría interesada en conocer los planes y las 

expectativas de la Relatora Especial con respecto a la 

Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Cambio 

Climático de 2015. 

55. La Sra. Nymo Riseth (Noruega), hablando en 

calidad de delegada de la juventud, dice que su 

delegación desearía conocer qué opina la Relatora 

Especial sobre el modo de aplicar las recomendaciones 

relativas a la situación de las mujeres indígenas que 

figuran en su informe (A/HRC/30/41). Noruega 

dispone de procedimientos especiales de consulta con 

el Parlamento sami y desearía recibir asesoramiento de 

la Relatora Especial sobre formas de alentar a otros 

Estados a adoptar prácticas similares. 

56. La Sra. Landaburu Ibarra (México) dice que, 

en 2014, México promulgó leyes relativas a las 

industrias petrolera y energética en las que se 

establecía la obligación de respetar, proteger y 

promover los derechos de todos los pueblos en el 

contexto de los proyectos del sector de la energía. 

Posteriormente, el país ha elaborado protocolos de 

consulta y ha celebrado con un éxito sin precedentes 

varias consultas con diversas comunidades indígenas a 

fin de obtener su consentimiento libre, previo e 

informado con respecto a los proyectos de desarrollo. 

En su informe, la Relatora Especial recomienda que los 

Estados estudien la posibilidad de implantar 

mecanismos participativos de manera conjunta con los 

pueblos indígenas. La delegación de México desearía 

saber qué requisitos mínimos han de cumplir, según la 

Relatora Especial, tales mecanismos y qué medidas 

deberían adoptar los Estados multiculturales y 

multiétnicos para elaborar protocolos de consulta. 

57. La Sra. Phipps (Estados Unidos de América) 

acoge con beneplácito los esfuerzos de la Relatora 

Especial por determinar las mejores prácticas y poner 

de relieve la importancia de los Principios Rectores 

sobre las Empresas y los Derechos Humanos. Si bien la 

Relatora Especial ha recomendado crear un 

instrumento jurídicamente vinculante en materia de 

empresas y derechos humanos, sería preferible hacer 

uso de los Principios Rectores sobre las Empresas y los 

Derechos Humanos, las Líneas Directrices de 

la Organización de Cooperación y Desarrollo 

Económicos (OCDE) para Empresas Multinacionales y 

la Guía de Debida Diligencia para la 

Participación Significativa de las Partes Interesadas 

Involucradas en el Sector de Extracción, elaborada 

recientemente por la OCDE. La oradora pregunta a la 

http://www.un.org/ga/search/view_doc.asp?symbol=A/HRC/30/41&referer=/english/&Lang=S
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Relatora Especial si existe algún aspecto concreto 

de los Principios Rectores que sea especialmente 

pertinente para los pueblos indígenas.  

58. La Sra. Cedeño Rengifo (Panamá) dice que su 

país se esfuerza por respetar, defender y promover los 

derechos de sus dos pueblos indígenas por medio de la 

legislación. Panamá es asimismo parte en el Convenio 

núm. 107 de la OIT. Dicho país ha establecido cinco 

regiones especiales en función de la delimitación de las 

tierras ancestrales de los pueblos indígenas, además de 

crear la Oficina del Viceministro de Asuntos Indígenas. 

En cumplimiento de una decisión de 2014 de la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos, el Gobierno 

panameño ofreció reparación financiera a las 

comunidades indígenas perjudicadas por la 

construcción de la represa de Alto Bayano, en 1972. 

Panamá mantiene el compromiso de cumplir sus 

obligaciones de derechos humanos y realizar un 

seguimiento de la aplicación de las recomendaciones 

del documento final de la Conferencia Mundial sobre 

los Pueblos Indígenas. 

59. La Sra. Mballa Eyenga (Camerún) dice que, al 

leer el informe sumamente pertinente de la Relatora 

Especial, le llamó en especial la atención el efecto 

paralizador que los acuerdos internacionales de 

inversión y de libre comercio tienen sobre los 

gobiernos. A la oradora le complace que la Relatora 

Especial haya trascendido los derechos indígenas para 

abogar por un mayor equilibrio entre los derechos de 

los inversores y las empresas y los derechos humanos 

de todos los ciudadanos, e invita a que todos los 

defensores de los derechos humanos lean el informe, 

que podría abrir nuevas vías para la defensa eficaz de 

los derechos humanos. Habida cuenta, sobre todo, de la 

preocupación expresada por otros titulares de 

mandatos, la Relatora Especial debería colaborar más 

estrechamente con ellos en relación con las 

repercusiones que los acuerdos de inversión y de libre 

comercio tienen en materia de derechos humanos. La 

oradora pregunta si la Relatora Especial alberga alguna 

esperanza de que tales titulares de mandatos puedan 

expresar su opinión al respecto. 

60. La Sra. Nguele Makouelet (Congo) reafirma el 

compromiso de su país con la protección y la 

promoción de los derechos de los pueblos indígenas, 

compromiso demostrado recientemente mediante la 

organización de un taller de sensibilización acerca del 

contenido del documento final de la Conferencia 

Mundial de 2014. 

61. El Sr. Sarki (Nigeria) pregunta a la Relatora 

Especial si ha intercambiado notas con otros 

mecanismos pertinentes de las Naciones Unidas (como 

el Grupo de Trabajo sobre la cuestión de los derechos 

humanos y las empresas) acerca de cualquier 

mecanismo que los países en desarrollo hayan 

implantado para mitigar los efectos de las operaciones 

comerciales internacionales. En otro orden de cosas, 

Nigeria desearía que se prestara más atención a la 

situación de los afrodescendientes.  

62. La Sra. Tauli-Corpuz (Relatora Especial sobre 

los derechos de los pueblos indígenas) señala, en 

respuesta a la representante de Australia, que la 

necesidad imperiosa de efectuar consultas amplias con 

todas las partes interesadas fue reconocida por el 

Mecanismo de Expertos sobre los Derechos de los 

Pueblos Indígenas, que decidió organizar otro taller de 

expertos en 2016 antes de formular recomendaciones 

concretas para reforzar el mandato. Hasta la fecha, la 

cuestión de la duplicación de tareas se ha tratado en las 

distintas reuniones mediante una clara definición del 

papel que desempeña la Relatora Especial, si bien es 

necesario seguir deliberando sobre la función exacta 

del mandato reforzado. 

63. En respuesta a la observadora de la Unión 

Europea, la Relatora Especial expresa interés por leer 

las disposiciones pertinentes del Plan de Acción para 

los Derechos Humanos y la Democracia. Siguiendo la 

recomendación de la Unión Europea, y como parte de 

la aplicación de un enfoque holístico, la oradora realizó 

consultas a los expertos en desarrollo económico 

durante su estudio. La Relatora Especial aprecia la 

sugerencia de colaborar con la UNCTAD, a cuyos 

informes se refirió con frecuencia en el suyo, y apoya 

firmemente la recomendación de que los Estados 

realicen evaluaciones en materia de derechos humanos 

antes de permitir inversiones internacionales u 

operaciones empresariales de cualquier índole. Con 

respecto a sus planes para la Conferencia de las 

Naciones Unidas sobre el Cambio Climático, la 

Relatora Especial y otros homólogos suyos tienen 

previsto asistir para defender un enfoque basado en los 

derechos humanos. 

64. En respuesta a la pregunta de la representante de 

Noruega sobre recomendaciones para mejorar la 

situación de las mujeres indígenas, la Relatora Especial 

señala el papel decididamente esencial que desempeña 

la educación y solicita asimismo al Comité para la 

Eliminación de la Discriminación contra la Mujer que 
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formule una observación general sobre la situación de 

las mujeres y las niñas indígenas.  

65. Aplaudiendo los esfuerzos de México por obtener 

el consentimiento libre, previo e informado de los 

pueblos indígenas, la Relatora Especial sostiene que ni 

los Estados ni las empresas pueden obtener beneficios 

de aquellos conflictos debidos a la falta de consultas o 

a la insuficiencia de estas. Como mínimo, los Estados 

que elaboren un protocolo de consultas deberán 

fomentar la participación del pueblo indígena en el 

proceso de redacción y contar con un abogado que 

analice la repercusión de las leyes existentes.  

66. En respuesta a la representante de los Estados 

Unidos, la Relatora Especial afirma que el 

establecimiento de un tratado jurídicamente vinculante  

constituye un objetivo a largo plazo. Entretanto, los 

Estados necesitan elaborar planes de acción nacionales 

para aplicar los Principios Rectores sobre las Empresas 

y los Derechos Humanos y demostrar que funcionan. 

La Relatora Especial desearía obtener más información 

sobre la Guía de Debida Diligencia para la 

Participación Significativa de las Partes Interesadas 

Involucradas en el Sector de Extracción de la OCDE, 

que citará en su próximo informe como ejemplo de 

buena práctica. 

67. Al indemnizar al pueblo indígena afectado por la 

represa de Alto Bayano, Panamá ofreció un excelente 

ejemplo de justicia reparadora. En respuesta a la 

delegada del Camerún, la Relatora Especial manifiesta 

interés en estudiar el modo en que su mandato podría 

ayudar al Camerún y a otros Estados a aplicar las 

normas ambientales y de derechos humanos. Como se 

menciona en su informe, está colaborando 

estrechamente con todos los relatores especiales en 

materia de derechos humanos y acuerdos 

internacionales de inversión y de libre comercio. Los 

Estados podrían contribuir a amplificar la difusión de 

las opiniones de los relatores especiales y hacer que se 

les escuche colaborando con ellos en la determinación 

de los mejores enfoques relativos a tales acuerdos.  

68. Encomiando al Congo por haber organizado un 

taller sobre el contenido del documento final, la 

Relatora Especial observa que los Estados deberían 

elaborar planes de acción nacionales a fin de aplicarlo. 

En respuesta al representante de Nigeria, la Relatora 

Especial afirma estar realizando labores de 

coordinación con varios relatores especiales y 

representantes de órganos creados en virtud de tratados 

para unificar su postura con respecto a la mitigación de 

las repercusiones de las operaciones comerciales 

internacionales. También está contribuyendo a las 

observaciones sobre las políticas de salvaguardia 

elaboradas por el Banco Mundial y el Banco Asiático 

de Inversión en Infraestructura, así como a los 

esfuerzos por lograr que los tratados ambientales 

internacionales tengan más en cuenta los 

derechos humanos.  

 

Declaraciones formuladas en ejercicio del derecho 

de respuesta 
 

69. La Sra. Anichina (Federación de Rusia) deplora 

el uso que la delegación de Ucrania ha hecho del 

debate para formular una declaración politizada en 

lugar de contribuir a un intercambio de ideas 

constructivo. La oradora afirma que todas las 

obligaciones que la Federación de Rusia ha contraído 

en virtud de lo dispuesto en los tratados 

internacionales de derechos humanos, la Constitución 

y la legislación nacional se aplican a todas las 

entidades federales de la Federación de Rusia, 

inclusive Crimea y la ciudad de Sebastopol. Todas las 

denuncias de violaciones de los derechos humanos son 

investigadas por los órganos competentes y, si se 

corrobora la veracidad de los hechos, se adoptan 

medidas para corregir la situación y enjuiciar a los 

responsables. La Oficina del Defensor de los Derechos 

Humanos, que cuenta a su vez con varias oficinas 

regionales (una de ellas en Crimea), efectúa asimismo 

labores de supervisión. La Federación de Rusia ha 

realizado grandes esfuerzos por compensar el 

consabido abandono al que Ucrania sometió al pueblo 

tártaro. La oradora confía en que las medidas 

politizadas y unilaterales impuestas a Crimea por 

varios Estados no impidan que los representantes de 

las organizaciones no gubernamentales tártaras de 

Crimea con opiniones divergentes proporcionen 

información a las delegaciones interesadas. En la 

actualidad, se están procesando más de 

50.000 solicitudes de obtención o recuperación de la 

condición de residente permanente en Crimea.  

70. El Sr. Yaremenko (Ucrania) dice que Ucrania 

deplora la anexión ilegal de la República Autónoma de 

Crimea por parte de la Federación de Rusia en 2014. 

En el último año, el Presidente de la Federación de 

Rusia ha cambiado su postura en cuatro ocasiones con 

respecto a la presencia de tropas rusas durante la 

anexión. Además, siguiendo la más pura tradición 
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decimonónica, la Federación de Rusia ha otorgado la 

ciudadanía rusa a los 2 millones de habitantes de la 

península de Crimea sin consultarlo con ellos.  

71. El Jefe Adjunto del Mejlis (Parlamento) Tártaro 

de Crimea, Ahtem Chiygoz, se encuentra detenido por 

un supuesto delito cometido en la República 

Autónoma de Crimea el 26 de febrero de 2014, fecha 

en la cual el territorio aún era parte de Ucrania tanto 

de facto como de jure. El orador desearía saber cómo 

se puede enjuiciar a alguien en un país por actos 

cometidos en otro. 

72. La Sra. Shlychkova (Federación de Rusia) dice 

que todas las cuestiones planteadas por la delegación 

de Ucrania deberían tratarse en relación con otro tema 

del programa. Las leyes de la Federación de Rusia 

permiten que cualquier persona que considere que sus 

derechos han sido vulnerados emprenda acciones 

legales haciendo uso de todos los recursos internos 

disponibles y acuda a jurisdicciones internacionales 

una vez agotados aquellos. 

73. El Sr. Yaremenko (Ucrania) señala la pertinencia 

absoluta de tratar la situación de los tártaros de Crimea 

en el marco del tema del programa relativo a los 

derechos de los pueblos indígenas.  

Se levanta la sesión a las 18.05 horas.  

 


